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RESUMEN: La actual legislacién de contratos, sobre todo la nueva Ley, ha supuesto un gran paso adelante en el
sentido de concretar el alcance de la funcién de supervisién de proyectos frente a la legislacién anterior, en la que
précticamente era preciso rehacer el proyecto, plantedndose problemas muy serios de todo tipo, desde los plazos y
medios necesarios hasta solapes de responsabilidad entre proyectista y supervisor. La nueva Ley establece con cierta
claridad el objeto de la supervisién, lo que no es poco, aunque deja abierto un amplio abanico respecto a cémo -
supervisar segn el criterio inferpretativo que se aplique a la palabra VERIFICAR. Sin embargo, el nuevo Reglamento,
al transcribir textos del anterior (como por “arrastre”), distorsiona en gran parte la nueva visién de la Ley El articulo
analiza toda esta problemética, aportando criterios interpretativos concretos relacionados con determinadas acciones

que debe realizar el érgano de contratacion.

PALABRAS CLAVE: PROYECTOS, OBRAS, CONTRATOS, SUPERVISION

ABSTRACT: The new legislation about contracts ~specidlly the new Law-, represents a step forward in settling the scope
of project supervision. Under the previous regulation, it was necessary to remake the project almost completely. This
entailed several problems, from time and means management to overlapping responsibilities between the project
maker and the supervisor. The new Law settles ‘the supervision scope’ very clearly. However, the way in which
supervision is exercised is sfill quite broad and it depends on the interpretation of the expression “to verify*. Moreover,
the implementing regulation ~keeping part of the old texts from the previous one~, distorts the new Law impulse. The
article analyses these issues, offering different interpretation criteria in relation to'a number of actions which the

contracting body must carry out in parallel.
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1. ANTECEDENTES Y MARCOQ DE REFERENCIA

Son muy pocos los textos y articulos existentes sobre la
supervisién de proyectos a pesar de que el tema ha venido
estando sujeto a una regulacién juridica bastante inconcreta

y ‘delicada’, por lo que quizé haya que pensar que, lamen-

tablemente, muchas veces fue considerada poco més que un
mero trémite administrativo, sin valorar su enorme potencial

en materia de generacién de normativa técnica y racionali-

dad en el contenido de los proyectos.

Lo presente reflexién pretende simplemente aportar la in-
terpretacién del autor sobre esta importante figura, con re-

ciente disposicién legal sobre “cuando y cémo supervisar',
con poco ‘rodaje’ experimental adn y, por lo tanto, sin {ape-
nas) dictimenes de érganos formales institucionales ni sen-
tencias de la judicatura.

La supervision, como trdmite preceptivo, no existe en el
D 923/1965, de 8 de abril, por el que se aprueba el texto
articulado de la Ley de Contratos del Estado (Ley de 1965).
La regulacion de como realizarla se establece en el art. 23
{redactado por la Ley 33/1987, de 23 de diciembre), don-
de se sefiala que las Oficinas de Supervisién (OS) son las
encargadas de “...examinar detenidamente los proysctos

elaborados por las oficinas de proyeccién y de vigilar el
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cumplimiento de las normas reguladoras de la materia...”,
Este mismo arficulo establece la obligacién de los Departa-
mentos ministeriales de proceder a la redaccién de instruc-
ciones para la elaboracién de proyectos (normas técnicas),
sin concretar el érgano competente para ello. Se trata de un
aspecto importante y directamente relacionado con la super-
visién. :

En la clausula 59 del D 3854/1970, de 31 de diciem-
bre, por el que se aprueba el pliego de cléusulas administra-
tivas generales para obras del Estado (PCAG), aparece esta
figura, con cardcter preceptivo, sélo referida a las modifica-
ciones del contrato y Gnicamente en el tramite previo a la au-
torizacién del érgano de contratacién para la redaccién del
correspondiente proyecto modificado.

El D 3410/1975, de 25 de noviembre, por el que se
aprueba el Reglamento General de Contratacién del Estado
{Reglamento de 1975}, establece en su art. 76 que serdn
objeto de supervisién los anteproyectos, proyectos y modifi-
cados de los mismos, afiadiendo dos aspectos relevantes en
cuanto a las funciones de la OS:

* la obligacién de: “Examinar los proyectos..., incluso
en su comprobacién aritmética...”, que ha venido produ-
ciendo, por su inferpretacién (hasta le entrada en vigor
del nuevo Reglamento), situaciones bastante absurdas,
al no fenerse en cuenta los avances técnicos e informati-
cos, sobre todo en los tiempos més recientes.

* Lo competencia de las OS de “... ordenar, regular y
coordinar los criterios técnicos...” (normas técnicas), con
lo que se concreta de una forma coherente la indefini-
cién antes comentada del art. 23 de la Ley de 1965.

El art. 77 de este Reglamento establece el cardcter pre-
ceptivo del informe de supervision, que no hacia la Ley, al
sefialar: “... no procederd la fiscalizacién previa de los gas-
tos cuando en la orden de aprobacién de los proyectos no
figure el informe de supervisién.”

Es también interesante en este contexto destacar el art.
154 del mismo Reglamento {insertado en su parte relativa al
contrato de obras), que establece lo siguiente: “Cuando se
hiciera precisa la modificacién de un proyecto y resultaran
indicios de que ello se debe a defecto o imprevisién imputa-
ble a sus autores o supervisores podrd ordenarse la préctica
de una investigacién... procediéndose con arreglo a la Ley
de Procedimiento Administrativo y a las normas del Departa-
mento o Cuerpo de que se trate.

La aprobacién de los proyectos por la Autoridad compe-
tenfe no exonera a los funcionarios responsables de los mis-
mos por los defectos o imprevisiones en que hayan incurrido
o les sean imputables.”

Texto que se complementa con el art. 155, en el que se
cita que: “Las modificaciones no autorizadas en las obras
respecto a los proyectos por los que se rija su realizacién
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originarén responsabilidades de los funcionarios con arreglo
a las normas a que se refiere el articulo anterior...”

Estas fres disposiciones (ley de 1965, Reglamento de
1975 y PCAG) conformaron una legislacién poco concreta
y, sobre todo, demasiado amplia y abierta, con bastantes
conceptos juridicos indeterminados sobre las funciones de la
OS {examinar defenidamente..., comprobacién aritmética...,
vigilar el cumplimiento de las normas reguladoras de la ma-
teria, haciendo cumplir..., etc.}, asi como con mandatos con-
tradictorios y exigencias de responsabilidad a los funciona-
rios autores de proyectos y a los supervisores por defectos e
imprevisiones, al menos en los casos en que dieran lugar a
modificaciones del contrato. Responden a la situacién de
*aquellos tiempos® (incluso preconstitucionales), tanto en re-
lacién a las formas de elaborar proyectos como al estado de
la tecnologia y de los conocimientos técnicos. Asi, en efecto,
se citan en el fexto legal las “oficinas de proyeccién® como
Gnica fuente de elaboracién de proyectos (las propias Admi-
nistraciones) y la comprobacién de operaciones aritméticas,
cuando en los (ltimos afios ni los proyectos se redactaban
en las oficinas de proyeccién, ni el estado de la técnica per-
mitia realizar la comprobacién aritmética, si es que, por ofra
parte, estuviera claro qué son operaciones aritméticas en un
proyecto, lo que es bastante discutible; 3qué razones podian
existir para entender por tal, como a veces se entendia, sélo
la comprobacién de los productos de las mediciones por los
precios unitarios y su suma?, scudl es la razén por la que en
esta linea no deberian haberse comprobado también, por
ejemplo, las operaciones que dan lugar a las mediciones, a
los precios... y, por qué no, las relativas a los innumerables
célculos técnicos del proyecto? En definitiva, 3se debia com-
probar y rehacer de nuevo la totalidad del contenido numéri-
co del proyecto...2 Lo que desde luego no se tuvo en cuenta
fue el art. 3 del Cédigo Civil, que debié permitir una inter-
prefacién mds ajustada al estado real de la técnica y a la
sociologia profesional practica.

Esta inferpretacién, précticamente literal, se mantuvo du-

rante mucho tiempo en bastantes &mbitos, sobre todo en al-
gunos érganos institucionales donde la presencia y partici-
pacién formal de expertos en ingenieria civil piblica brilla
por su ausencia, como por ejemplo el Tribunal de Cuentas.
Lamentablemente, la nueva Ley 13/1995, de 18 de mayo,
de Contratos de las Administracion Piblicas {Ley 13/95), re-
cogié en su art. 128 sobre supervisién el mismo texto que el
23 de la Ley de 1965, manteniéndose asf la situacion ante-
rior, en la que muchos se preguntaban dénde quedaban las
competencias técnicas del proyectista, que tiene una implica-
cidn esencial y especial en el contenido del proyecto deriva-
da de su propia titulacién competencial y responsabilidad
profesional. Ademés, entre el proyectista y el supervisor po-
dian producirse discrepancias dérivadas de la dificultad de
deslindar la frontera de sus respectivas competencias, que-
dando desvirtuada la figura,del primero como conocedor de
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la “lex artis” de la profesion y de las normas de la técnica
{autorizado por la sociedad para el ejercicio profesional a
través de su titulacién), obligado juridicamente a la exigen-
cia de una rigurosa conducta profesional en la aplicacién
de las técnicas para definir y concretar el objeto del proyec.
to y la redaccién competa del mismo, asi como para evitar
dafios o riesgo de dafios a bienes juridicamente protegidos.
Toda esta problemdtica incidia claramente en otro de los as-
pectos claves de la supervisién: la responsabilidad que pu-
diera corresponder al supervisor o, lo que es més real, el
deslinde de responsabilidades entre el supervisor y el pro-
yectista. ‘

Se llega asi a la Ley 53/1999, de 28 de diciembre, por
la que se modifica la 13/95, donde por fin, en su art. 128,
se establecen las funciones de la OS de una forma més mo-
derna, verosimil y realista {no sin algunos problemas deriva-
dos de su interpretacién), regulacién que se mantiene en el
art. 128 del RD Legislativo 2/2000, de 16 de ju-
nio, por el que se aprueba el texio refundido de la
ley de Contratos de las Administraciones Piblicas
[TRLCAP), vigente en la actualidad. Sin embargo, el
Reglamento de 1975 siguié aplicandose en lo que
no se opusiera a la nueva ley, hasta el 26-abril-
2002 en que enird en vigor el RD 1098/2001, de
12 de octubre, por el que se aprueba el nuevo Re-

glamento (RLCAP), que desarrolla {3) el contenido ol “

respecto del TRLCAP. De ahi que en ese periodo la
situacién antes descrita alcanzara niveles realmente
‘esperpénticos’, derivados tanto de la inadecuada
interpretacién como de la concurrencia de disposi-
ciones tan dispares, a pesar de su diferente jerar-
quia. En cualquier caso, hay que entender que esta
efapa ha sido ya superada desde la entrada en vi-
gor del nuevo-RLCAP. 3Serd realmente asi...?

2. LA SUPERVISION DE PROYECTOS
EN LA ACTUALIDAD

Una visién general comparada de las funciones especifi-
cas de la OS en la antigua y en la actual legislacién puede
permitir ‘aclarar’ de entrada algunos aspectos relevantes
(Cuadro 1, en el que se afiaden los tipos de proyectos que
han de ser objeto de supervisién segin cada legislacién).

El cardeter preceptivo del trémite de supervisién se esta-
blece clara y directamente en el art. 122 del TRLCAP, deno-

- minado proyecto de obras (insertado en el Titulo I, contrato

de obras, del Libro II, de los distintos tipos de contratos ad-
ministrativos), en el que se indica: “la adjudicacién de un
contrato de obras requeriré la previa elaboracién, supervi-
sién, en su caso, y replanteo del correspondiente proyec-
fo...”, asi como en el art. 128 [supervisién de proyectos) al
comenzar diciendo: “Antes de la aprobacién del proyec-

El art. 77 de este
Reglamento establece
el carécter preceptivo
del informe de

supervisién, que no
hacia la Ley, al sefalar:
no procederd la
fiscalizacién previa de
los gastos cuando en la

orden de aprobacién
de los proyectos no
figure el informe de

supervisién. ”

to.... informe de la oficina de supervisién...”. No hay duda,
por tanto, del cardcter preceptivo del informe de supervi-
sién en todos los casos en que es exigible, y asi lo ratifica
igualmente el RLCAP en su art. 138, denominado expedien-
te de contratacién de los contratos (de obra), al sefialar:
“Por el érgano de contratacién, realizado el replanteo pre-
vio, se tramitaré el expediente de contratacién, debiendo in-
corporarse al mismo, los siguientes documentos: 1. Resolu-
cién aprobatoria del proyecto e informe de la oficina o uni-
dad de supervisién...”.

A partir de aqui, con cierto esfuerzo interpretativo, y
siempre teniendo muy presente el art. 3 del Cédigo Civil,
pueden hacerse varios tipos de andlisis.

2.1. Supervisién en las modificaciones de contratos

La figura documental més conocida en esta situacién es
el proyecto modificado, que realmente no es mas
que el Gltimo y definitivo documento técnico que
permite culminar el proceso con su adjudicacién y
contratacién, aunque no es el dnico frdmite necesa-
rio, debiendo considerarse también los correspon-
dientes a las fases previas. Se plantea asi la cues-
tién de cémo incide la supervision en estos casos,
tanto del proyecto modificado como de algin do-
cumento de las fases anteriores a su elaboracién.
Sélo estos dos aspectos se van a andlizar aqui, sin
entrar en matices interpretativos sobre cémo super-
visar, ya que dicho andlisis se realiza més adelan-
te para toda clase de proyectos (incluidos modifica-
dos y ofros).

Sobre la clausula 59 del PCAG antes comenta-
da (en vigor en lo que no se oponga a las nuevas
disposiciones), hay que indicar que ya no tiene
sentido préctico, dado que el art. 101 del TRLCAP
{Libro 1), denominado modificaciones de los contratos, reco-
ge en su punto 3 un contenido semejante y mas amplio, por
lo que es aqui donde procede realizar la interpretacién. Este
articulo establece que: “En las modificaciones de contratos,
aunque fueran sucesivas, que impliquen aislada o conjunta-
mente alferaciones en cuantia igual o superior al 10 por
100 del precio primitivo del contrato, siempre que éste sea
igual o superior a 1.000.000.000 de pesetas
(6.010.121,04 euros) con exclusién del IVA, serd precepti-
vo, ademds del informe a que se refiere... (del servicio juridi-
co correspondiente, tal como dice el art. 59) y de la fiscali-
Zzacién previa a que se refiere... [art. 11), el informe de con-
tenido presupuestario de la Direccién General de Presupues-
tos del Ministerio de Hacienda... a la que los érganos de
coniratacién remitirdn el expediente de la modificacién co-
rrespondiente, al que se incorporarén: una ‘Memoria expli-
cativa’ suscrita por el director facultativo {a modo de solici-

‘tud de autorizacién para redactar el proyecto modifica-
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‘ ‘(EI huevo enFoque dportcdo por la Ley s Adesvtrfua on
nes, amphac:ones dek d"tos o esfudlos, o rec lf"a

'to y obra (la ejec
125 3-del TR‘C A

do)..., la justificacién de la improcedencia de la convocato-
ria de una nueva licitacién... y en los contratos de obras el
informe de supervisién sobre la adecuacién de la modifica-
cién propuesta... lo establecido en este apartado seré de
aplicacién en las modificaciones consistentes en la sustitu-
cién de unidades objeto del contrato por unidades nuevas
en contratos cuyo importe de adjudicacién sea igual o supe-
rior a 1.000.000.000 de pesetas (6.010.121,04 euros) y
las modificaciones afecten al 30 por 100 o més del precio
primitivo del contrato, con exclusién del IVA, independiente-
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mente de las repercusiones presupuestarias a que dieran lu-
gar las modificaciones.”

La necesidad de este informe de supervision con cardcter
preceptivo estd clara, aunque limitada a la fase inicial de
planteamiento de la modificacién del contrato y a los casos
de cuantias econémicas mencionadas. En cualquier caso,
dado el objeto del mismo, hay que preguntarse: 2Qué enfen-
der por adecuacién de la modificacién propuesta?: 3Que la
mencionada Memoria se ajusta a lo previsto en los pérrafos
a) y b} del art. 101.32 (en efecto, podria ser objeto del
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informe}, sque la modificacién de contrato que se plantea
obedece a razones de interés ptblico debjdo a necesida-
des nuevas o causas imprevistas segin establecen los arts.
59y 101 del TRLCAP?, sambas cuestiones?, sotras? Lo de
necesidades nuevas o causas imprevistas podria ser objeto
del informe de supervision, pero lo de interés piblico en
ningln caso, al tratarse de un concepto juridico indetermi-
nado que, por razones obvias, debe resolver el 6rgano de
contratacién. En la parte del Libro I del TRLCAP relativa al
contrato de obras (Titulo I], no se menciona explicitamente
el informe de supervisién -en ninguna de las fases de la mo-
dificacién del contrato, ni siquiera en el art, 146 (modifica-
ciones del contrato de obras), en el que se establece en el
punto 4 un procedimiento especial para acordar que conti-
nben sprovisionalmente? las obras objeto de un modifica-
do mientras se tramita éste, si ha de producirse la suspen-
sién temporal parcial o total y ello ocasiona perjuicio para
el interés piblico.

Hasta aqui, puede quedar la duda de si basta con el in-
forme de supervisién exigido en el art. 101.3 o debe super-
visarse fambién el proyecto modificado como fal proyecio,
ademds de si ha de serlo en todos los casos, independiente-
mente de la cuantia total o adicional, o sélo si hubiera sido
supervisado el proyecto primitivo, -0 en qué consideracién
de su cuantia econdmica o de ofros aspectos. El nuevo Re-
glamento, en el art. 136 (oficinas o unidades de supervisién
de proyectos), punto 2, y de una manera genérica, aunque
clara, dice: “... las oficinas de supervisién de proyectos exa-
minardn los estudios informativos, anteproyectos y proyectos
de obra de su competencia, asi como las modificaciones de
los mismos, recabando...”, referido al proyecto modificado
como tal proyecto, al margen de la fase de autorizacién que
no cita. No hay mds referencias a la supervisién relaciona-
da con las modificaciones de contrato en el RLCAP, por lo
que la situacién se concreta en lo siguiente:

12.- En la fase de autorizacién para iniciar el expediente
de una modificacién de contrato, es decir, para la elo-
boracién del correspondiente proyecto modificado, sélo
en los casod que fija el art. 101.3 del TRLCAP es precep-
tivo el informe de supervision de la "Memoria
explicativa” que establece dicho articulo; informe que ha
de referirse a la “adecuacién® de la modificacién pro-
puesta, cuya interpretacion se ha réflejado en el texto
anterior.

En el resto de casos, en los que no se den las circunstan-
cias econdmicas y técnicas del art. 101.3, no hay infor-
me de supervision preceptivo en esta fase previa.

2%- Independientemente de lo anterior, el proyecto
modificado correspondiente debe ser supervisado con
cardcter preceptivo, como cualquier ofro fipo, siempre
que el proyecto original o primitivo correspondiente hu-
biese sido objeto de supervisién.

2,2, Supervisién de proyectos

Se va a analizar aqui el objeto y alcance de la supervi-
sién propiamente dicha de un determinado proyecto, cual-
quiera que sea el tipo de éste, dejando de lado cualquier
ofra consideracidn, salvo algin comentario comparado res-
pecto a cémo se establecia en la antigua legislacion que
complemente lo indicado en al apdo. 1.

Frente a “examinar detenidamente los proyectos... inclu-
50 su comprobacién aritmética... y vigilar el cumplimiento
de..." {que suponia, sobre todo con una interpretacién lite-

ral, volver a rehacer el proyecto), se
pasa a “verificar que se han tenido en
cuenta las disposiciones legales y la
normativa técnica...”, que es radical-
mente diferente, sin que esto quiera
decir que no existan problemas de in-
terpretacién. Esta diferencia se plasma
de entrada, en cuanto al cémo super-
visar, en el significado de la palabra
“verificar” frente a “examinar deteni-

" damente”, y se concreta con bastante

precision en lo que hay que verificar
frente al baturrillo de lo que antes ha-
bia que examinar detenidamente {y
comprobar, como las operaciones arit-
méticas): hay que verificar que se han
tenido en cuenta, sélo y exclusivamen-
te, a modo de objeto de Ia
supervisién, las disposiciones y las
normas técnicas. En consecuencia, el
proceso actual se condensa en los as-
pectos siguientes, que son cbjeto de
andlisis en los dos apartados que si-
guen:

12, Verificar que se han tenido en
cuenta..., como expresién verbal
de cémo supervisar {donde se

Frente a “examinar
detenidamente los
proyectos... incluso su
comprobacién
aritmética... y vigilar el
cumplimiento de...”
[que suponia, sobre
todo con una
interpretacién literal,
volver a rehacer el
proyecto), se pasa
“verificar que se han
tenido en cuenta las
disposiciones legales 'y
la normativa
técnica...”, que es
radicalmente diferente,
sin que esto quiera
decir que no existan
problemas de
interpretacién

plantea la gran cuestién interpretativa).

22, Las disposiciones generales... aplicables a cada tipo
de proyecto, como el objeto de la verificacion.

32 La normativa técnica que fuera de aplicacién a cada
tipo de proyecto, también como objeto de la verifica-
cién.

2.2.1. Sobre el objeto de la verificacién

No hay duda, en principio, de que los aspectos a verifi-
car quedan suficientemente claros de un modo global: “las
disposiciones generales de cardcter legal o reglamentario,
asi como la normativa técnica, que resulte de aplicacion”.
Cuestion diferente es si el supervisor hace la verificaéion de
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unas u ofras disposiciones y normas, lo que debe quedar en
el ambito de sus conocimientos y responsabilidades. Esto
viene a confirmar que aquél debe ser, al menos, facultativo
técnico con las mismas competencias del autor del proyecto,
debiendo contar ademés con amplios conocimientos y expe-
riencia contrastada en proyectos, obras, contratacién admi-
nistrativa, disposiciones preventivas, efc.

2.2.2. Sobre cdmo supervisar

Hay que comenzar sefialando las mdltiples interpretacio-
nes que pueden manejarse en relacién a concretar el alcance
de la palabra verificar, que el legislador no ha establecido,
por lo que estamos de nuevo ante un concepto juridico inde-
terminado, aunque el sesgo del contenido del TRLCAP es bas-
tante claro en relacién a marcar claras diferencias con la ante-
rior legislacién. El RLCAP, por el contrario, mds que desarro-
llar la nueva tey, la distorsiona, incorporando contenidos del
Reglamento de 1975 que desvirtian la nueva visién legal.

Si se inicia el andlisis en el Diccionario de la Lengua Espao-
fiola de la Real Academia, verificar es “probar que una cosa
que se dudaba es verdadera” o “comprobar o examinar la
verdad de una cosa”. Con este punto de partida, y admitien-
do esta interpretacién literal {que a partir de aqui se denomi-
na inferpretacién extrema, no hay duda de que la supervision
seria una labor ingente que requeriria no ya sélo de una enor-
me disponibilidad de medios personales y tiempo, sino en mu-
chas ocasiones de expertos profesionales en varias materias,
ademés de suponer, de hecho, rehacer el proyecto. Estaria-
mos por tanto en una situacién similar a la de la legislacion
anterior. 3Seria éste el “espiritu” del legislador...2 Puede ahora
realizarse una interpretacién al ofro ex-
tfremo de la anterior, interpretacién
laxa, verificando que el proyectista ha
constatado expresamente en el proyec-
to que ha fenido en cuenta las disposi-
ciones... y la normativa técnica... de
aplicacion. De esta forma, la verifica-
cién seria realmente ficticia y el informe
de supervisién ineficaz por vacio e in-
necesario. 3Seria éste el “espiritu® del
legislador?: no parece, pues en este ca-
s0, y en pura légica, hubiera hecho de-
saparecer la figura que se analiza.

No es sencillo deducir lo que “en espiritu™ pudieron pen-
sar los legisladores o, incluso, los componentes del grupo de
trabajo que elabord los borradores de la ley y el reglamento
(entre los que es posible que algunos pensaran algo entendi-
ble al respecto). Lo lamentable es que, por la causa que sea,
todos se quedaron con “su espiritu’, y ahora ya no valdria ni
siquiera preguntarles por él. Bien hubiera venido plasmarlo
en la ley o, sobre todo, en el Reglamento, que se pudo ha-
cer, aliviando asi las distorsiones actuales.

EI RLCAP, por el

incorporando
contenidos del

visién legal
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En cualquier caso hay que sujetarse a las disposiciones
vigentes, y las del tema que se ancliza son hoy las que son,
y no otras, por tanfo hay que interpretarlas y aplicarlas. No
queda més remedio que seguit lucubrando hasta llegar o
una interpretacién légica, vélida en derecho, posible en las
condiciones existentes, verosimil y que pueda aportar algo
real y significativo a los proyectos. Entre las dos visiones ex-
tremas expuestas. se presentan multitud de posibilidades in-
termedias, y todas ellas significan ‘algo mds™ que la simple
verificacién de que el proyectista refleja claramente en el
proyecto que ha aplicado las normas juridicas y técnicas a
las partes que lo requieren. La problematica queda centrada
en concretar ese “algo més’, es decir, hasta dénde llegar en
la verificacién, cuestion que, como es obvio, no es sencilla,
lo que puede ilustrarse con un par de ejemplos:

12, sHasta dénde verificar que se ha aplicado la norma
6.1 - IC, “secciones de firme”, de la Instruccién de Ca-
rreteras, aprobada por la Orden FOM/3460/2003, de
28 de noviembre, de obligado cumplimiento en carrete-
ras de la Red de Interés General del Estado?:

a. scomprobando que la estructura de firme proyectada
se ha obtenido a partir de los dos pardmetros bésicos
que la norma establece: tréfico pesado y tipo de expla-
nada?

b. scomprobando ademds que el fréfico pesado y la co-
racterizacién de la explanada han sido obtenidos co-
rrectamente segln fa misma norma?

c. gcomprobando ademés que los aspectos constructi-
vos que la norma establece han sido tenidos en cuenta?
d. scomprobando ademds que las unidades de obra co-
rrespondientes estan definidas correctamente en el plie-
go de prescripciones técnicas particulares (PPTP) de
acverdo a esta norma?

e. scomprobando ademds, en su caso, que se justifica
la no aplicacién de algin contenido normativo, valoran-
do ademés tal justificacién?...

22, sHasta dénde llegar en la verificacién de que el pro-
yecto contiene un estudio geotécnico de acuerdo al art.
124. 3 del TRLCAP?:

a. gcomprobando que tal documento existe en el pro-
yecto con ese fitulo, sin més?

b. scomprobando ademds que, en efecto, tiene un
contenido de esa materia, sin mds?

¢. gcomprobando ademés que el contenido es cohe-
rente con el objeto del proyecto y aporta conclusiones
y recomendaciones para las cimentaciones, obras de
explanacién, etc.?

d. scomprobando ademés que fales conclusiones
se han aplicado en los <céleculos correspondientes
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del proyecto, y si no ha sido asi, si se ha justi-
ficado? :

e. scomprobando ademés que tal justificacién
es coherente?. ..

Podrian analizarse asi muchos ejemplos reales
sobre el contenido de los proyectos, con lo que pare-
ce muy claro que, en efecto, entre la interpretacion la-
xa y la extrema se abre un camino de enorme com-
plejidad. Lo que es evidente es que corresponde al
érgano de contratacién establecer la concrecién y
alcance del asunto, y no sélo para su aplicacién. por
la O$ delimitando su actuacién, sino, lo que es mds
importante, como norma a disposicién de los proyec-
tistas sobre determinados procedimientos y criterios
minimos para redactar los proyectos, sin perjuicio de
la aplicacién del resto de normativa técnica y de las
disposiciones legales y reglamentarias. No se estd
planteando asi un dilema indefinido ni irresoluble, ni
siquiera un dilema, ya que se trata de establecer los
criterios generales al respecto, concreténdose des-
pués los aspectos de detalle en cada uno de elios

La nueva vision legal
queda avalada,
ademés, por el

tratamiento que el art.

128 del TRLCAP hace

de la responsabilidad
por la aplicacién
incorrecta de las

disposiciones y de la
normativa fécnica,
haciendo recaer
aquélla, en su caso,
sélo en el autor
material
correspondiente

(proyectista), frente al

contenido de los arts.
154 y 155 del

Reglamento de 1975

orientaciones de cardcter técnico, por lo que es la
propia oficina la que debe elaborar y tramitar o di-
cho érgano sus criterios interpretativos de supervi-
sién para que éste les otorgue el rango de norma
técnica de obligado cumplimiento (previa discusion
y modificacién, en su caso). Mientras esta norma

se aprueba, parece imprescindible que en cada in-

forme de supervisién se incluyan claramente los cri-
terios de inferpretacién y alcance que se han apli-
cado.

En relacién o todo lo sefialado en este aparta-
do 2.2.2, es necesario hacer algunos comentarios
sobre determinados contenidos del TRLCAP y del
RLCAP que pueden tener una influencia decisiva,
en uno u otro sentido interpretativo, en la funcién
de supervisién, lo que hace que haya que plantear
serias dudas en relacién a la bondad y cohersncia
de estos textos legales, como ya se ha discutido en
més de un proceso judicial:

1. El texto de la vigente Ley elimina claramente

que el érgano de contratacién entienda como rele-
vantes, definiendo asi una norma técnica de conteni-
dos minimos que serd después aplicada por los proyectistas
en la elaboracién de los proyectos y exigida y controlada,
ahora si, por la OS. Lo que no parece légico, ni vélido, ni in-
cluso ético, es que el drgano de contratacién no concrete no-
da al respecto, sobre todo si lo hace en la creencia de que
una vez supervisado un proyecto sin criterio normativo formal
alguno, hay garantia de viabilidad absoluta del mismo o res-
ponsables de que no la haya, situacién que hay que entender
que estd latente, si aquél nada hace.

Como ejemplo de una norma de este tipo, hay que citar
la Orden Circular (O.C.) N2 7/01, “Instrucciones sobre los
aspectos a examinar por las oficinas de supervision de pro-
yectos en la Direccién General de Carreteras”, de 1 de octu-
bre de 2001 {modificada con fecha 1 de abril de 2002),
del Ministerio de Fomento, aprobada, como sefiala su pre-
&mbulo, con el fin de precisar lo previsto en la Ley y Regla-
mento ((nica disposicidn al respecto que el autor conoce).
Otra cuestién diferente es opinar que el tema esté mejor o
peor resuelto; lo que si estd claro es que estd resuelto y, en
opinién del autor, bien resuelto. Esto puede servir de pauta
a ofras Administraciones Pablicas, que incluso podrian hacer
extensiva la aplicacién de tal O. C. a su dmbito de compe-
tencias, lo que serviria ademds para armonizar criterios téc-
nicos, ofro aspecto clave que se viene ‘diluyendo® entre
unas y ofras Administraciones, entre las que la coordinacién
técnica apenas existe. )

Ocurre ademds, como se ha sefialado, que el parrafo b)
del art. 136 del RLCAP establece que es precisamente la OS
la que ha de proponer al érgano de contratacién criterios y

la misién de “examinar detenidamente los pro-
yectos...” {como exigia el art. 23 de la Ley de
1965 y el 128 de la de 1995), y centra las funciones de
las OS en tareas méas amplias y genéricas sobre el cumpli-
miento de las disposiciones y de la normativa técnica de
aplicacién. Incluso, de hecho, y en armonia con el texto
legal de 1965, el art. 76 q) del Reglamento de 1975 otor-
gaba a las OS potestad para “... recabar aclaraciones o
rectificaciones, exigir la subsanacién de errores o, incluso,
subsanéndolos por si mismas...”.

2. La nueva visién legal queda avalada, ademés, por el
fratamiento que el art. 128 del TRICAP hace de la respon-
sabilidad por la aplicacién incorrecta de las disposiciones
y de la normativa técnica (se analiza en el apdo. 4), ha-
ciendo recaer aquélla, en su caso, sdlo en el autor mate-
rial correspondiente (proyectista), frente al contenido de
los arts. 154 y 155 del Reglamento de 1975 antes co-
mentados. Por lo que, en efecto, habria que entender que
a la OS le corresponden sélo objetivos y tareas adminis-
trativas y de procedimiento vinculadas al cumplimiento de
las disposiciones y normativa técnica, es decir, de acuer-
do a una interpretacién mds préxima a la denominada lo-
xa, en fotal consonancia con la nueva Ley.

3. En esta misma lineq, esta vez el RLCAP, en su art,
136.1 b}, desvincula a las OS de la obligacién de orde-

* nar, regular y coordinar los criterios técnicos (que es tan-

to como redactar instrucciones para la elaboracién de
los proyectos), tal como sefialaba el art. 76 c] del Regla-
mento de 1975, al establecer que su obligacidn es sim-
plemente proponer criterios y orientaciones para su inclu-
sién en normas e instruccidnes.
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4. Sin embargo, el RLCAP, a través de su art, ]36, con lg. -

salvedad del apartado 1 [donde ademds se lnscrlbe ol P, .
rrafo anterior), incorpora, sin ningin apoyo de la Ley, pre-

ceptos del antiguo Reglamento que desvirtian el cambio:

que infroduce claramente el TRLCAP, tal es ol caso de:.

a) El art. 136.2, ol exigir la supervisién de los estudios
informativos y anteproysctos {lo relacionade con los
modificados tiene su base en la Ley, lo mismo que lo
relacionado con los proyectos cuando se admiten va-
riantes propuestas por el posible adjudicatario) y, so-
bre todo, el resto de su contenido (“... recabando las
aclaraciones, ampliaciones de...”), donde se ha
‘arrastrado” literalmente el art. 76 o) del antiguo Re-
glamento, ignorando los cambios de la nueva Ley, con
lo que parece que se vuelve a la situacién anterior {es-
tarfamos en una interpretacién proxima a la denomi-
nada exiremal).

b) El art. 136.3 recoge un texto excesivamente amplio
y sin limitaciones en su alcance, no coincidente con la
Ley ("Las OS harén declaracién expresa en sus infor-
mes de que... relne cuantos requisitos son exigi-
dos..."), que es précticamente el mismo que el del art.
76 d) del Reglamento de 1975 {aqui en clara conso-
_nancia con el texto legal), (se volveria asi a una inter-
pretacién préxima a la denominada extremal).

2.2.3. Sobre examinar los precios de los materiales »
y de las unidades de obra

El art. 136.1 ¢) del RLCAP establece una funcién més de
la supervisién de proyectos: “Examinar que los precios de
los materiales y de las unidades de obra son los adecuados
para la ejecucién del contrato en la previsién establecida en
el art. 14.1 de la Ley”. Con “examinar' puede plantearse
una dindmica interpretativa similar a la explicada con “verifi-
car’, aunque no ser& necesaria. En cuanto a los precios de
los materiales y de las unidades de obra, hay que indicar
que aunque parezca que el texto se refiere al precio de dos
“cosas’ diferentes, la realidad técnica y las normas corres-

pondientes permiten concretar que entre ambas hay cierta

relacién. Las unidades de obra tienen en el proyecto sus ca-
racteristicas técnicas y sus criterios de medicién y abono {en
el PPTP), ademés del correspondiente precio unitario justifi-
cado de acuerdo a norma reglamentaria {en anejo de justifi-
cacidn de precios). Los materiales, que en algin caso pue-
den ser también unidades de obra, la mayoria de las veces
constituyen un componente mds de éstas (como la mano de
obra, la maquinaria...). Por tanto, aquéllos carecen de pre-
cio unitario en el proyscto, figurando su coste en la justifico-

cién de precios de las correspondientes unidades de obra. .

Parece evidente, en consecuencia, que con examinar los
precios de las unidades de obra debe ser suficiente para
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- cumplir el mandato del art. 136.1 ¢, por. lo que c{a_nuevo

hay que preguntarse: A qué obedecerd la mclz ibr "éxpresa
en el texto legal de la palabra mqtenules, y su precio?, svol-
vemos asi a ‘lo que algunos pensaban en espfritu. .. #:Por
ofra parte, tendré algo que ver con los “curioses” arts. 161
y 128 del RLCAP? :

Como tampoco es posible volver a lo del espirltu onoh-
cemos el mencionado art. 161 (Titulo | del Libro fl), denomina-
do modificacién de la procedencia de materiales naturales,
que dice: “Se tramitarén como modificaciones del contrato los
cambios de origen o procedencia de los materiales naturales
previstos y exigidos en la memoria o, en su caso, en el pliego
de prescripciones técnicas (hay que entender que particula-
res)”, sobre cuyo contenido pueden plantearse inicialmente
bastantes discusiones, aunque en realidad, aqui si, puede in-
tuirse con cierfa verosimilitud aquello del “espiritu*, que parece
se refiere a “la distancia de transporte” (incluida en‘la justifica-
cién de precios). Es preciso andlizar también, por su relacién
con el anterior, el art. 128 (Titulo | del Libro 1l), denominado
aspectos contractuales de la memoria, que establece: “la me-
moria tendré cardcter contractual en todo lo referente a la des-
cripcién de los materiales bésicos o elementales que forman
parte de las unidades de obra”. Deja claro que, en efecto, los
materiales forman parte de las unidades de obra o, en todo
caso, que el resto del contenido del articulo se refiere sélo a
los que cumplan esta condicién y, también, que todo lo refe-
rente a su descripcién, en la memoria es contractual. Lo que la
memoria debe de contener al respecto, segin al art. 127.1
del RLCAP, es la justificacién del célculo de los precios adop-
tados, las bases fijadas para la valoracién de las unidades de
obra y de las partidas alzadas propuestas y el estudio de los
materiales a emplear y los ensayos realizados con los mismos.
Por lo tanto, todo lo que se describa sobre los materiales basi-
cos o elementales integrados en las unidades de obra sn estos
contenidos preceptivos de la memoria (normalmente n sys
anejos) tiene cardcter confractual; se trata en. conreto de la
procedencia de materiales (localizacién de canteras.y: yagi-
mlentos) distancia de fransporte, caracteristicas técnicas o exi-
gir, su precio como base para determinar el de-las correspans
dientes unidades de obra, etc. Como consecuencia, of art:;

161, que sdlo cita el origen o procedencia de los. mgtggjq&gs o

naturales, esté realmente inmerso en el 12& que. amphq el g

récter contractual (equivalente a que los cambaoa ETY tramnfarém

como modificacién de contrato) a ofros maypr|g|esl no. naturgs .

5!

les y al resto de las consideraciones descriptivas que la memo:

ria contenga sobre los mismos. En cualquier caso, debe sefia-
larse el enorme “galimatias® creado en. estos. dos articulos,
cuando seguramente lo que se prefendia era mucho més sim-
ple de reflejar. ’

En cuanto a la previsién establecida en el art. 14.1 de
la Ley, hay que sefialar que se refiere, en primer lugar, al
“precio del contrato” y, en segundo lugar, a que este pre-
cio sea “cierto”. En este caso, la jurisprudencia .y la doctri-
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na no dejan duda de interpretacién sobre lo del precio cier-
to (jpor finl), en el sentido que debe ser determinado o de-
terminable. Ei precio del contrato se obtiene (art. 131 del
RLCAP) como suma de los productos de las mediciones de
las unidades de obra por sus precios unitarios {calculados
de acuerdo al art. 130 del RLCAP) més la valoracién de las
partidas alzadas. Sin embargo, el parrafo ¢} del art. 136
dice examinar que los precios de los “materiales” y de las
“unidades de obra” son los adecuados para la ejecucién
del contrato en la previsién... , es decir, que sean ciertos,
. Ya se ha analizado como los materiales son una componen-
te més de las unidades de obra, por lo que la comproba-
cién de lo del precio cierto bastaré con hacerla en los pre-
cios unitarios (si éstos son determinados o determinables, lo
son los de los materiales -y también el precio o presupuesto
del proyecto, si lo son las valoraciones de las partidas alza-
das).
Por ofra parte, hay que sefialar dos consideraciones
mas:

1.- No parece coherente pensar que este mandato se

pueda interpretar en el sentido de examinar que los pre- -

cios de todas y cada una de las unidades sean adecua-
dos al mercado, como a.veces se interpreta {y se decia
en algin borrador de reglamento), si bien es evidente
que esto deberia ser una comprobacién técita a realizar
siempre en la supervisién, aunque no es facil.

2.- En cuanto a interpretar del mismo mandato, que tam-
bién se hace, la exigencia de examinar y comprobar
que las unidades de obra estén adecuadamente defini-
das, preciséndose en el proyecto cémo se miden, cémo
se pagan y cudles son las condiciones técnicas que debe
cumplir cada una para ser aceptada, hay que decir que
no es asi, ya que lo anterior debe verificarse, sin més, al
tratarse de aspectos regulados especificamente en la le-
gislacién de contratos, de la misma forma que tantos
ofros (seguramente demasiados).

2.2.4. Sobre el estudio de seguridad y salud

La explicita y redundante funcién de la OS que establece
el art. 136.1 d} del RLCAP, no es mds que una verificacion
mas de las muchas que estan implicitas en el 136.1 a). Se
trata por-tanto de ofro aspecto sobre el que el érgano de
contratacién, en la correspondiente norma técnica, debe
concretar el alcance de su verificacion.

Cuestién diferente es analizar por qué razén se explicita
en el Reglamento dicha funcién y no otras de las tantas que
existen y que también hay que verificar. La impresién del au-
tor es que posiblemente responda o cierta gimposicidng [no
técnica) por una coyuntura de oportunidad en un aspecto
muy importante y de gran impacto social. Si asi fuera, ha-
bria que preguntarse si por parte de los zimpositores? se

han producido, después, ofras actuaciones, esta vez concre-

‘fas, directas y eficaces, para tratar de mejorar la cuestisn.

2.2.5. Sobre los proyectos que siempre deben
supervisarse al margen de su presupuesto

El pérrafo final del art. 128 del TRLCAP dice: “Fn los
proyectos de cuantia inferior a la sefialada (50.000.000 de
pesetas, 300.506,05 euros), el informe tendrd carécter fa-
cultativo, salvo que se trate de obras que afecten a la estabi-
lidad, seguridad o estanqueidad de la obra, en cuyos su-
puestos el informe de supervisién serd igualmente precepti-
vo”. la dificultad de interpretar estos conceptos juridicos in-
determinados es realmente enorme, asi como la problem&ti-
ca que como consecuencia puede plantearse. En cualquier
caso, aqui puede comprenderse aquello del “espirity de...*
[siempre oculto), aunque en el Reglamento bien pude con-
crefarse algo de la casi absoluta indefinicion de la Ley.

Interpretando con cierto rigor (técnico), no demasiado,
este mandato legal, seria necesario supervisar la préctica to-
talidad de los proyectos que desarrollen obras que se asien-
ten sobre el suelo (zalguna no lo hace?) o lecho fluvial o ma-
rino {salguna obra de puertos o costas
no lo hace?} o cualquier proyecto de
abastecimiento o saneamiento, inde- En cuanto a la

pendientemente de sus cuantias econé-  previsidn establecida
micas. Ademds, gdepende el riesgo  an el art. 14.1 de la
Ley, hay que sefialar
que se refiere, en

. v .
Como tantas veces, nos enconiframos  Pr1mer IUQGFZ al precio
con una situacién que debe resolver el del contrato Y, en
érgano de coniratacién (mientras las segundg lugqr, a que
normas legales no cambien, que tam-  ggte precio sea “cierto”

de ruina de una obra de su presupues-
to?: evidentemente no, con lo que la
problemética planteada se agrava.

bién puede suceder]. Se vuelve asi, de

nuevo, a las normas técnicas, de cuyo

cardcter imprescindible nadie debe dudar, que se justifican
no sélo para ser cumplidas formalmente, sino para serfo en
toda su extensién y contenido, con las salvedades que las
propias normas se encargan de proclamar, avalando asf cri-
terios técnicos suficientemente contrastados por el estado del
conocimiento, de modo que se garantice un equilibrio razo-
nable y asumible por la sociedad entre la calidad, economia
y funcionalidad del proyecto y el nivel de riesgos genera-
dos, “per se”, por la infraestructura que define.

Como consecuencia, el alcance de este mandato debe
establecerse, una vez mds, por el érganc de contratacién en
la correspondiente norma técnica. Por ssuerte?, esta vez la
propuesta a la indefinicién no queda en manos de la OS,
habitualmente sin demasiado apoyo..., sino en las del érgo-
no de confratacién que, para cada proyecto, solicitard o no
el informe de supervisién, por lo que se entiende que zape-
nas deben de producirse iniciativas al respector por la OS2.
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2.2.6 Tipos de proyectos a supervisar

Este aspecto se establece con bastante claridad en el
conjunto de la legislacién actual (Cuadro 1), extracténdose
al respecto lo siguiente:

I. Para proyectos con presupuestos de cuantia
superior a 50.000.000 de pesetas {300.506,05 €):

* Estudios informativos. Muy desarrollados en el ambito

de carreteras; de hecho, la propia ley 25/1988, de 29
de julio, de Carreteras (del Estado), los define expresa-
mente en su art. 7, desarrollandose en el art. 25 del Re-
glamento (RD 1812/1994, de 2 de abril); las legislacio-

Los arts. 128 del
TRICAPy 135y 136
del RLCAP, que
establecen las funciones
de la supervisién, son
normativa no bdasica,
por lo que muchas
Administraciones

Piblicas pueden

legislar sobre la
materia y asi concretar
esta importante

nes autondmicas de carreteras sue-
len ser coincidentes con la ante-
rior, Se trata de un documento bé-
sico de planificacién y andlisis de
alternativas que, al menos en ca-
rreteras, ha adquirido enorme im-
portancia, habiéndose incluso acu-
fiado la expresién ‘ingenieria del
estudio informativo®.

El art. 121 del RLCAP incluye el
término estudio informativo (por
primera vez en la legislacién de
contratos) junto al anteproyecto,
aunque de una forma “anecdéti-
ca’ ya que lo que desarrolla des-

pués es el anteproyecto.

* Anteproyectos. Definidos con
caracter general en la legislacion
de contratos, arts, 121 a 123 del RLCAP. En el dmbito
de carreteras su desarrollo se hace en los arts. 7 de la
Ley y 26 del Reglamento General.

* Proyectos (de construccién o de obras). Analizados
exhaustivamente y desarrollados con cardcter general
en los arts. 120 a 127 del TRLCAP y 124 al 134 del
RLCAP. En el émbito de carreteras su desarrollo especi-
fico se realiza en los arts. 7 de |a Loy y 27 del Reglo-
mento General.

* Proyectos modificados {correspondientes @ modifica-
ciones de contratos). El informe debe realizarse en los
casos en que hubiera sido supervisado el proyecto ori-
ginal. Las prescripciones especificas se establecen en
los arts. 59, 101, 146 y 149 del TRLCAP y on los 102,
128, 141,y 158 a 162 del RLCAP.

* Memoria explicativa para solicitar autorizacién de
redaccién del proyecto modificado en una modifica.
cion del contrato (informe de Hacienda de confenido
Presupuestario), art. 101.3 del TRLCAP, en los casos
sefialados en dicho articulo, versando el informe sobre
la *adecuacion* de la modificacién que se plantea.

cuestidén
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ll. En los proyectos de cuantia inferior a la sefialada,
el informe tendrd cardcter facultativo, salvo que afecten a la
estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra, en cuyos
supuestos serd preceptivo (ver apdo. 2.2.5).

Hi. Otros

* Proyectos aprobados por la Administracién en concur-
sos de proyecto y obra. Es tramite preceptivo antes de la
ejecucion (arts. 122y 125.3 del TRLCAP).

* Proyectos cuando se admitan variantes propuestas por
el posible adjudicatario en relacién a los proyectos apro-
bados por la Administracién, cualquiera que sea su
cuantia {art. 137 del RLCAP). ‘

* Proyectos complementarios (en el contexto de una
obra contratada) para ser adjudicados al contratista
principdl. Su tramitacién y requisitos estén definidos en
el art. 141 d) del TRLCAP. Al no establecerse directa-
mente ningin mandato especifico en la legislacién hay

que entender que serd de aplicacién sobre supervision el
-art. 128 del TRLCAP.

3. ; QUIENES DEBEN -PUEDEN- SUPERVISAR?

El personal facultativo que debe realizar la supervisién
es un tema de actualidad sobre el que ni la Ley ni el Regla-
mento establecen criterio alguno, tanto en relacidn a su fitu-
lacién competencial como en cuanto a su condicién de fun-
cionarios, y tampoco sobre quiénes deben serlo, como la
propia Ley establece, por ejemplo, para lg composicién de
la mesa de contratacién (art. 81) o para la elaboracién del
informe previo a los acuerdos del érgano de contratacién re-
lativos a inferpretar, resolver dudas, modificar y resolver el

contrato {art. 59). Esta omisidn flama especialmente la aten-

cién, dada la muy especifica y elevada cudlificacién compe-
fencial y de conocimientos que deben poseer los facultativos
supervisores, y también por la exigencia de total indepen-
dencia que requiere su actuacion.

Los arts. 128 del TRLCAP y 135 y 136 del RLCAP, que
establecen las funciones de la supervisién, son normativa
no bésica, por lo que muchas Administraciones Pablicas
pueden legislar sobre la materia y asi concretar esta im-
portante cuestidn. En esta linea se pasa a aportar la opi-
nién del autor, secuenciada en las siguientes considera-
ciones:

a.- Competencia. Se entiende evidente la necesidad de
la fitulacién técnica correspondiente al tipo de obra en
cuestion. Ademés, considerando las competencias profe-
sionales de titlados medios y superiores, y sin entrar al
fondo legal de este tema, deben ser los superiores, ‘entre
otras razones porque asf se cubren todo tipe de proyec-
fos que puedan redactar unos y offos.
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b.- Conocimientos y experiencia. A la vista de las funcio-
nes de supervisién en la interpretacién que se adopta en
el texto, no hay duda de que estas exigencias deben ser
muy elevadas, no teniendo demasiado sentido concretar-
las en este arficulo. Donde si deben definirse es en las
normas internas de cada Administracién, concretamente
en la correspondiente estructura orgénica, como exigen-
cia de los puestos de trabajo de la OS fen el supuesto
de que deban ser funcionarios los supervisores, como asi
se cree).

c.- Sobre quiénes en concreto pueden realizar la supervi-
sién. La primera alternativa (teérica) puede plantearse
entre funcionarios y el mercado de consultores a través
de contratos de consultoria de tipo ‘infegro’, en el senti-
do del art. 196.2 a) del TRLCAP. Parece evidente que la
segunda opcién nunca debe ser vélida, aunque no fuera
mds que por razones éticas: un consultor que elabora
proyectos no puede supervisar los redactados por ofros
con los que se encuentra en competencia.

Para proyectos de hasta “magnitud media* (por sjemplo,
de presupuesto BL menor de 15 millones de euros, unos
2.500 millones de pesetas), puede ser adecuado que
mediante contratos de consultoria *de colaboracién y ba-
jo la supervisién de la Administracion®, art. 196.2 b),
participe con los funcionarios, no un consultor contrata-
do mediante cualquier procedimiento y forma de adjudi-
cacién, sino determinados consultores que reGnan ciertos
requisitos, como no.participar en el mercado de redac-
cién de proyectos. El procedimiento de adjudicacién
més apropiado, sin perjuicio de que existan otros véli-
dos, es el negociado (arts. 73 y 75 del TRLCAP), que po-
ra los contratos de consultoria y asistencia se regula es-
pecificamente en los arts. 208 a 210, “encajando’ per-
fectamente el objeto del contrato de apoyo en la supervi-
sién de proyectos en el parrafo ¢ del art. 209.1, ya que
su propia naturaleza impide determinar previamente su
precio, al no poderse establecer “a priori” ni cudntos
proyectos han de supervisarse, ni de qué tipo, ni de qué
objeto especifico, ni de qué presupuesto... De este mo-
do, a partir de los correspondientes PCAP y PPTP y del
proceso de licitacién con sus condiciones de admisién
(solvencia técnical) y criterios de valoracién, puede selec-
cionarse un nimero concreto de contratistas consultores
adjudicatario. Firmado por éstos el contrato correspon-
diente, desarrollarén los trabajos a medida que se le va-
ya asignando a cada uno un determinado proyecto, y
una vez realizado en las condiciones establecidas, a cri-
terio del director de contrato ~facultativo supervisor-, se
procederd al abono mediante factura de acuerdo al ba-
remo de precios establecido en los pliegos segin tipo de
proyecto, presupuesto, slc.

Otra cuestion seria el caso de proyectos de ‘magnitud
mayor®, donde la supervisién individual no seria eficaz,

debiendo recurrirse, por ejemplo, a criterios de supervi-
sién dindmica.

d-Hay que hacer referencia @ ofras posibles alter-
nativas que parece se vienen empleando, al menos
por algunas sociedades de gestion de infraestructuras;
se frata de realizar la supervisién a través de convenios
con ciertas entidades, como Colegios Profesiondles.
Lla opinién del autor es negativa por las razones
antes indicadas, sobre todo por los criterios de indepen-
_dencia y éfica profesional que deben prevalecer siempre
correlaridad (... aquello de “serlo y parecerlo’).

N

4. RESPONSABILIDAD DEL FACULTATIVO SUPERVISOR

El contenido de los arts. 154 y 155 del antiguo Regla-
mento, comentados en el apdo. 1, en los que se hacia clara
referencia a las responsabilidades administrativas del super-
visor funcionario, a la vez que a las de los autores del pro-
yecto, también funcionarios, han desaparecido en la nueva
legislacién. Al margen de las responsabilidades profesiona-
les civiles y penales de caracter general, reguladas en los
respectivos Codigos, el art. 128 del TRLCAP (supervisién de
proyectos) sefiala: “La responsabilidad por la aplicacién co-
rrecta de las mismas (disposiciones de cardcter legal o regla-
mentario, asi como la normativa técnica, que resulte de apli-
cacién) en los diferentes estudios y célculos se exigird de
conformidad con lo dispuesto en el art. 124.5”. Este arficulo
124 (denominado contenido de los proyectos y responsabili-
dad derivada de su ejecucién) nada indica de la responsa-
bilidad del supervisor, limitdndose a sefalar que, en el caso
de que el proyecto haya sido contratado “integramente” por
la Administracién, art. 196.2 a), el autor o autores del mis-
mo incurrirdn en responsabilidad en los términos estableci-
dos en los arts. 217 a 219, y en el supuesto de que la pres-
tacion se lleve a cabo “en colaboracién con la Administra-
cién y bajo su supervisién®, art. 196.2 b), las responsabili-
dades se limitaran al émbito de la colaboracién. No hay en
la legislacién de contratos més referencias explicitas a la
responsabilidad del proyectista y ninguna concreta respecto
del supervisor, como tampoco contempla las del caso de ela-

" boracién del proyecto con medios propios. Es decir, se ob-

via la posible responsabilidad del supervisor (zexiste?),
mientras que la derivada de los errores y omisiones del pro-
yecto se traslada al origen (proyectista), o que va en linea
con la nueva Ley, es decir, con la interpretacién de cémo su-
pervisar préxima a la denominada laxa.

En efecto, los arts. 217 (subsanacién de errores y correc-
ciones de deficiencias) y.218 (indemnizaciones) antes cita-
dos, se refieren realmente a penalidades administrativas
contractuales més que a responsabilidades propiamente di-
chas, estableciendo el 217 una serie de plazos para subsa-
nar defectos, insuficiencias técnicas, errores materiales, omi-
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siones e infracciones de preceptos legales y reglamentarios,
antes de la recepcién del proyecto, asi como indemnizacio-
nes y penalidades af contratista consultor en esta misma ca-
suistica (todo ello antes de que se supervise el proyecto). El
218 tiene un carécter y contenido similar para los casos en
que el presupuesto de ejecucion de la obra previsto en el
proyecto se desviara en mas o en menos mas de un 20 por

100 del coste real de la misma como consecuencia de erro- -

res u omisiones imputables al contratista consultor (hay que
sefialar que el proyecto fue ya supervisado con anteriori-
dad). El art. 219 {responsabilidad por defectos o errores del
proyecto), con un contenido mds préximo a la responsabili-
dad profesional, establece responsabilidades econémicas al
consultor (proyectista) por dafios y periuicios que durante la
ejecucion de la obra o la explotacién se causen tanto a la
Administracién como a terceros, por defectos e insuficiencias
técnicas del proyecto o por errores materiales, omisiones e
infracciones de preceptos legales o reglamentarios en que el
contratista consultor haya incurrido, imputables a él (con el
proyecto ya supervisado); se establece un limite {50 por 100
del importe de los dafios y perjuicios causados) hasta un im-
porte méximo (cinco veces el precio del contrato), exigible
dentro del término de diez afios desde la recepcién del pro-
yecio. '

Se produce aqui una clara distorsién con evidente pér-
dida de eficacia, al no coordinar el texto legal las obliga-
ciones de la Administracion y del'contratista antes de la re-
cepcion del proyecto, con la supervisién propiamente di-
cha, que deberia realizarse siempre antes de la recepcién,
sin perjuicio de las responsabilidades exigibles en la obra
y en la explotacién.

En cuanto al supervisor, hay que afadir que si se cifie
su funcién, por ejemplo, a la interpretacién anteriormente
denominada laxa, apenas existird responsabilidad alguna
por daiios y perjuicios a la Administracién y a terceros,
dada la “inocvidad" de la funcién supervisora. Ahora bien,
si la interpretacién es “algo mds', es decir, tiene un objeti-
vo mds concrefo establecido en la correspondiente norma
técnica del érgano de contratacién, con el alcance de ésta
quedard concretada y limitada también su responsabili-
dad, incluso la civil y penal profesional, por lo que a la
vista de la indeterminacién del término verificar pueden

plantearse situaciones muy criticas en este sentido. En todo
caso, los funcionarios supervisores son victimas potenciales
de la falta de alcance de que adolece la legislacion y, so-
bre todo, de las distorsiones que introduce el art. 136. 2 y
3 del RLCAP respecto de la Ley.

Al hilo de estos pérrafos, hay que remarcar que la le-
gislacién apenas cita expresamente ofra figura relevante,
sobre todo en los casos de contrato de consultoria para la
redaccién ‘integra® de proyectos, que incide muy clara-
mente en la calidad de éstos y en su supervisién, se trata
del correspondiente director de contrato o inspector del
proyecto, cuyas funciones reglamentarias, implicitas en la
legislacién, son muy importontes,w pero en la préctica, en
general, apenas se vienen ejerciendo. o

CONCLUSIONES

La figura de la supervisién de proyectos tal como hoy
estd regulada en las disposiciones de contratos, y a pesar
de las claras distorsiones que plantea el RLCAP respecto a
los mandatos del TRLCAP, gestionada con una cierta dosis
de realismo y sentido comin, puede constituir una potente
*herramienta” para mejorar varios aspectos importantes:
desde la simple ordenacién de los proyectos hasta el al-
cance de tantos conceptos juridicos indeterminados que
proliferan en las disposiciones de aplicacién {algunos, qui-
z4, por necesidad de la propia técnica juridica), pasando
por la actualizacién y creacién de normas técnicas (siem-
pre imprescindibles), por la mejora (sexiste?} de la coordi-
nacién técnica entre Administraciones, por el incremento
de su “cultura preventiva”... Habria que meditar més, por
ejemplo, si debe ser sélo el facultativo, con su mejor senti-
do de la profesién, el que determine en cada actuacién in-
genieril donde esté el equilibrio social de cada concepto
juridico indeterminado que no le queda mas remedio que
interpretar y aplicar. Recuérdese que el érgano de contra-
tacién también exists... Si la funcién del ingeniero ya es
“de facto” gestionar la incertidumbre, no se haga que és-
ta, es decir, del riesgo, algo no gestionable ...y camino
del caos...), |limitese a la magnitud que la ciencia y la pro-
pia ingenieria establecen, que ya es bastantel I
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